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La seguridad alimentaria se plantea como un paraíso lejano para el país y son múltiples los factores que inciden en esta problemática. En principio se plantea una profunda desigualdad en la tenencia de la tierra; por otro lado, el ingreso económico familiar no cubre los costos de la canasta básica. En este sentido, la mayoría de la población no tiene acceso a los alimentos básicos, esta situación es aún más grave en los lugares más recónditos del país. Aunado a ello, las pérdidas ocasionadas por las lluvias durante este año, dibujan un panorama sombrío para muchas familias guatemaltecas durante el próximo año. Cabe mencionar que aunque existen instituciones encargadas de velar por la Seguridad Alimentaria Nacional (SAN), hasta ahora el Estado no ha satisfecho las necesidades alimentarias de la población. 

Durante esta semana trascendió en el mundo la noticia de que Guatemala ocupa el primer lugar en desnutrición crónica infantil, tanto en América Latina, como a nivel centroamericano y el cuarto lugar a nivel mundial. Esto ubica a Guatemala en una posición semejante a los países africanos. Según Lily Caravantes, titular de la Secretaría de Seguridad Alimentaria Nacional (SESAN), este año “más de 62 mil familias se suman a las 194 mil familias que ya traíamos el año pasado”. Para el próximo año se prevé que los niveles de pobreza aumenten debido a los daños ocasionados por los fenómenos naturales que han azotado el país, principalmente en el área de agricultura (Ver cuadro).

Según datos del Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación (MAGA), los daños en la agricultura, tuvieron un impacto significativo en el cultivo de maíz con pérdidas que sobrepasan los Q.81 millones, afectando a 44 mil 513 familias; en el cultivo de frijol sobrepasa los Q.3 millones y en el cultivo de arroz Q489 mil. Estas pérdidas se registraron hasta la primera quincena de junio; sin embargo, durante los últimos dos meses se han registrado más lluvias que han afectado a todo el territorio nacional por lo que se estima que las pérdidas hayan aumentado en un 15%. 

Según el reporte Análisis Coyuntural de la Seguridad Alimentaria y Nutricional de la SESAN, publicado en julio de este año; en el escenario perceptivo coyuntural se indica que el área Norte se encuentra dentro del comportamiento normal, mientras que en las regiones Sur y Oriente, la seguridad alimentaria se encuentra amenazada “por varios indicadores que muestran un comportamiento fuera de la normalidad”. Las otras regiones muestran un comportamiento dentro de la normalidad pero debe darse seguimiento a indicadores determinantes que pueden modificarse en el período. Con respecto al escenario inmediato, se señala que con la entrada del fenómeno La Niña, se genera un aumento en las lluvias que afectan al sector agropecuario; asimismo, se ve afectada la salud de la población debido al brote de enfermedades y plagas, siendo los más afectados los niños y las personas de la tercera edad.

El colapso de puentes y las principales vías de acceso a causa de los derrumbes, aunado a las pérdidas en el sector agrícola, han incidido en el aumento de los precios de los productos de la Canasta Básica Vital, lo cual afecta a la mayoría de la población, ya que el precio de la misma hasta el mes de julio de este año, es de Q.123.diarios y Q.3,722.77 mensuales, lo cual sobrepasa las capacidades adquisitivas debido a que en la mayoría de hogares guatemaltecos en el área rural sólo los hombres tienen acceso al trabajo remunerado y muchas veces no reciben ni el salario mínimo. El promedio de integrantes en las familias guatemaltecas es de cinco personas, de las cuales una o dos tienen acceso al trabajo. El salario mínimo vigente para Actividades Agrícolas y No Agrícolas es de Q56/día y para la Industria de Maquila es de Q.51.75; está última concentra capital humano en la región. 

La ausencia de una Política de Desarrollo Rural agrava la crisis 
La crisis alimentaria es un fenómeno que tiene sus raíces en la época colonial producto de los despojos de la invasión española y las consecuencias de la guerra interna. Después de 13 años de la firma de la Paz, un alto porcentaje de la población, en su mayoría indígena, continúa sufriendo las desigualdades sociales, mientras un pequeño sector de la población acumula las riquezas del país, principalmente la más valiosa: la tierra. Para las poblaciones indígenas la firma de los acuerdos de paz representa una burla a sus demandas, ya que el Estado no ha cumplido con los compromisos adquiridos. Contrario a lo que se establece en estos acuerdos, los diferentes gobiernos han implementado una diversidad de políticas que lejos de mejorar, ha contribuido a generar más pobreza.

El acuerdo referente a la situación agraria y el desarrollo rural establece que el gobierno se compromete a “impulsar una estrategia integral que abarque los múltiples elementos que conforman la estructura agraria y que incluyen la tenencia de la tierra y el uso de los recursos naturales; los sistemas y mecanismos de crédito; el procesamiento y la comercialización; la legislación agraria y la seguridad jurídica; las relaciones laborales; la asistencia técnica y la capacitación; la sostenibilidad”. Sin embargo, desde hace más de 10 años las organizaciones populares han demandado reformas legales. Actualmente en el Congreso se ha estancado la iniciativa de Ley de Desarrollo Rural Integral impulsada por las organizaciones indígenas y campesinas desde agosto de 2009 sin que hasta el momento haya sido aprobada, lo cual ha generado el descontento de amplios sectores de la población (Inforpress 1826 y 1862).

“La transformación de la estructura de la tenencia y el uso de la tierra debe tener como objetivo la incorporación de la población rural al desarrollo económico, social y político, a fin de que la tierra constituya para quienes la trabajan base de su estabilidad económica, fundamento de su progresivo bienestar social y garantía de su libertad y dignidad”, es otro de los preceptos de los Acuerdos de Paz; sin embargo en la actualidad, el uso y tenencia del uso de la tierra ha sufrido configuraciones significativas que afectan a la mayoría de la población ya que los monocultivos han desplazado el cultivo de granos básicos y la demanda de la tierra para los mismos ha provocado el desalojo violento de varias comunidades.

Nuevas reconfiguraciones en la tenencia y uso de la tierra.
Diversas organizaciones han elaborado estudios sobre el impacto de los monocultivos para biocombustibles y sus derivados sobre la seguridad alimentaria en algunas regiones del país, muchas de ellas han denunciado la persecución y represión violenta hacia las comunidades que se niegan a vender sus tierras. Según el informe El derecho a la alimentación en Guatemala, elaborado por la Misión Internacional de Verificación “Los hechos se originan en el proceso de usurpación, despojo de bienes y desalojo forzoso, con el fin de facilitar espacios de producción para agrocombustibles (palma africana) y etanol (caña de azúcar), y de áreas controladas por la Compañía Guatemalteca de Níquel (CGN) y algunos finqueros”1. Muchas comunidades carecen de certeza jurídica sobre la tierra, lo cual es aprovechado por las compañías transnacionales para apropiarse de las mismas, en ocasiones con ayuda del Estado.

Las empresas transnacionales que han instalado sus operaciones en territorio guatemalteco, con el beneplácito de los últimos gobiernos, han despojado de tierras a las comunidades para desarrollar diversos megaproyectos que afectan el entorno social, cultural, físico y ambiental de las comunidades. 

El despojo de la tierra para esas comunidades representa el despojo del derecho a la alimentación y al trabajo, ya que éstas dependen de la agricultura para subsistir, pues el Estado no tiene la capacidad para velar por el desarrollo humano de sus integfrantes. Con estas acciones tanto las empresas transnacionales como el Estado, violan varios artículos de la Constitución Política de la República, entre ellos los artículos del 66 al 69 relativos a los pueblos indígenas; 51 y 99 relativos a la alimentación y nutrición, el convenio 169 y demás Leyes y Tratados internacionales en relación a pueblos indígenas.

El informe de la Misión de Verificación señala que “la forma de ejecución de los desalojos es preocupante, en particular por el uso excesivo de la fuerza, la destrucción de casas y cultivos, así como la participación ilícita de fuerzas de seguridad privada… el desalojo conlleva a una situación en la que las personas afectadas son literalmente echadas a la calle, lo que implica que quedan sin fuentes de alimentación y sin vivienda alguna”. El 12 de marzo de este año la Organización de las Naciones Unidas (ONU), se pronunció en contra de los despojos de tierras a las comunidades indígenas.

En la resolución se indica que al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial de dicho órgano internacional “le preocupa igualmente” que Guatemala no reconozca en su legislación “las formas tradicionales de tenencia y posesión de la tierra” ni se tomen “las medidas administrativas necesarias para garantizar esta forma de tenencia”. En esa ocasión el Comité exhortó al gobierno de Guatemala a tomar las medidas necesarias para proteger a las poblaciones originarias y no violar el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo y otras leyes relativas a estos pueblos.

A pesar de la resistencia de estas comunidades ante los desalojos forzosos, las empresas transnacionales han ido ganando terreno y los monocultivos se han expandido sobrepasando la frontera agrícola desplazando cultivos temporales como el maíz, frijol, arroz y otros, que son la base de la dieta alimenticia del país y por lo tanto aumenta el riesgo de la SAN. Al respecto de la implementación de monocultivos destinados a la producción de biocombustibles, la Organización de las Naciones Unidas para la agricultura y la alimentación (FAO) señala: “los biocombustibles tienen una importante repercusión en los mercados agrícolas mundiales, el medio ambiente y la seguridad alimentaria”.

Se advierte además que dada la incertidumbre de “los efectos de la ampliación de la producción de biocombustibles en la seguridad alimentaria de las poblaciones pobres debería ocupar un lugar destacado en el programa político”, (FAO, El estado mundial de la agricultura y la alimentación 2008).

Aunque las empresas transnacionales pretendan convencer a la población acerca de la apertura de fuentes de empleo en la implementación de estos cultivos, la población rechaza la oferta puesto que mientras que los cultivos temporales generan entre 150 y 200 jornales por manzana, el cultivo de palma africana por ejemplo, solamente genera 66 jornales por manzana, para hacer labores de chapeo, limpieza y siembra de pilones.

Cabe mencionar que através de la explotación de los recursos naturales para el desarrollo de estos megaproyectos no sólo se ha generado una reconfiguración en la tenencia y uso de la tierra, sino que además se ha limitado el derecho al acceso al agua a las comunidades que viven en estas regiones debido al uso excesivo de la misma para el riego de los mismos. Los desechos químicos que estos cultivos generan contaminan el agua para consumo de las comunidades debido a que las empresas no cuentan con los mecanismos adecuados para evitar daños al medio ambiente. El mercado de los biocombustibles ha ganado terreno al amparo del Estado (Inforpress 1730, 1744, 1760 y 1761).

Seguridad o inseguridad alimentaria ¿hacia dónde vamos?
La inseguridad alimentaria y nutricional se agudiza cada vez más, ésta es generada por las condiciones de pobreza y pobreza extrema en que millones de guatemaltecos sobreviven diariamente, sin que hasta el momento se perfile una solución viable al problema. La hambruna está arraigada en las comunidades más lejanas, un ejemplo de ello son las comunidades Camotán y Jocotán en el oriente del país en donde desde 2001 se dio a conocer la existencia de casos de hambruna. En esa época también se dio a conocer que en comunidades de Huehuetenango ocurrieron algunos casos.
Más recientemente, en septiembre de 2009 el gobierno decretó Estado de Calamidad Pública debido a la crisis alimentaria que atraviesa el país. Sin embargo la hambruna y la crisis alimentaria van en constante aumento sin que los gobiernos asuman verdaderos compromisos orientados a mejorar la calidad de vida de los guatemaltecos y lograr su adecuado desarrollo humano. El Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (Unicef) reporta que la desnutrición aguda en Guatemala sobrepasa los 11 mil casos, de los cuales 56 niños han muerto a causa de las deficiencias alimentarias.

El pasado 20 de septiembre, en el marco de la verificación en el cumplimiento de los objetivos del milenio ante la Asamblea General de la ONU, el presidente Álvaro Colom, indicó: “Estos efectos dramáticos los estamos previendo y viendo con el alza de los costos de la desnutrición, con el alza de esa desnutrición aguda en la niñez y el estancamiento en el indicador de desnutrición crónica”. Colom hizo énfasis en el trabajo realizado para reducir la tasa de desnutrición partiendo de un enfoque integral de seguridad alimentaria y nutricional.

Aunque ciertamente el actual gobierno ha destinado recursos para programas de agricultura y entrega de semillas y fertilizantes, estos esfuerzos están lejos de solucionar los problemas estructurales de la inseguridad alimentaria, dado que éstos no son programas de Estado y por lo tanto están sujetos a su período de administración, lo que conlleva a una pregunta: ¿Qué sucederá con estas familias cuando terminen estos programas de gobierno?

Los programas sociales del actual gobierno han recibido duras críticas debido a la falta de transparencia de los fondos, la mala calidad de los fertilizantes, y la entrega de “bolsas solidarias” a familias que no lo necesitan. Según expertos, para que Guatemala pueda salir de la crisis alimentaria se debe poner en marcha una Política Agraria incluyente y se deben consensuar los programas y políticas de desarrollo entre todos los sectores de la población, principalmente las comunidades del área rural. 

Estimación de pérdias agrícolas por departamento al 15 de junio de 2010

Región

Departamentos

Pérdidas económicas

Familias damnificadas

Norte

Quiché, Alta Verapaz y Baja Verapaz

Q. 33,826,693.00

4,935

Sur

Santa Rosa, Escuintla, Suchitepéquez y Retalhuleu 

Q. 101,155,998.35

19,082

Occidente

Quetzaltenango, Huehuetenango, San Marcos, Totonicapán y Sololá 

Q. 23,657,448.33

12,322

Oriente

El progreso, Jutiapa, Chiquimula, Zacapa, Jalapa e Izabal

Q. 129,420,131.30

11,735

Central

Chimaltenango,Sacatepéquez, Guatemala.

Q.37,971,959.84

14,761

Totales:

Q. 326,032,230.82

62,835

Fuente: Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación (MAGA)

  

 

 




1

